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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, Veintidós (22) de Enero de Dos Mil Veinticuatro (2024) 

 

MEDIO DE CONTROL: EJECUTIVO 
DEMANDANTE: LEYDI QUINTERO RÍOS 
DEMANDADO: MUNICIPIO DE CURUMANI - CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-001-2017-00277-00 
 

Procede el Despacho a pronunciarse respecto a la solicitud de medida cautelar 
elevada por el apoderado judicial del extremo demandante, entre otras 
disposiciones. 

 

Para resolver se considera, 

Para iniciar las consideraciones debidas se acota que si bien es cierto a la luz del 
artículo 594 del C.G.P. son inembargables los recursos que se describen en dicha 
normativa, de conformidad con la jurisprudencia constitucional el principio de 
inembargabilidad no puede ser considerado absoluto, a tal punto que la Corte 
Constitucional sostuvo que el citado principio - respecto del presupuesto de las 
entidades y órganos del Estado - encuentra algunas excepciones cuando se trate 
de: 

1. La satisfacción de créditos u obligaciones de origen laborales, necesaria para 
realizar el principio de dignidad humana y efectivizar el derecho al trabajo en 
condiciones dignas y justas. 

 2. Sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los 
derechos reconocidas en dichas decisiones; y 

3. Títulos que provengan del Estado que reconozcan una obligación clara, expresa 
y actualmente exigible. Tanto valor tiene el crédito que se reconoce en una 
sentencia como el que crea el propio Estado a través de los modos o formas de 
actuación administrativa que regula la ley. 

En efecto, en sentencia C-1154 de 2008, el máximo tribunal de lo constitucional 
argumentó que el principio de inembargabilidad debe ceder ante la confrontación de 
esta regla general con la vulneración en que se incurre ante casos específicos 
donde la inembargabilidad supone una barrera para el efectivo acceso a la 
administración de justicia y otros derechos constitucionales: 

“En este panorama, el Legislador ha adoptado como regla general la inembargabilidad de 
los recursos públicos consagrados en el Presupuesto General de la Nación. Pero ante la 
necesidad de armonizar esa cláusula con los demás principios y derechos reconocidos en 
la Constitución, la jurisprudencia ha fijado algunas reglas de excepción, pues no puede 
perderse de vista que el postulado de la prevalencia del interés general también comprende 
el deber de proteger y asegurar la efectividad de los derechos fundamentales de cada 
persona individualmente considerada. 
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 La primera excepción tiene que ver con la necesidad de satisfacer créditos u obligaciones 
de origen laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas. 
Al respecto, en la Sentencia C-546 de 1992, la Corte declaró la constitucionalidad 
condicionada del artículo 16 de la Ley 38 de 1989 (inembargabilidad de rentas y recursos 
del Presupuesto General de la Nación), en el entendido de que “en aquellos casos en los 
cuales la efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo del Estado surgidas de 
las obligaciones laborales, solo se logre mediante el embargo de bienes y rentas  
incorporados al presupuesto de la nación, este será embargable en los términos  del artículo 
177 del Código Contencioso Administrativo”.  

(…)  

La segunda regla de excepción tiene que ver con el pago de sentencias judiciales para 
garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos reconocidos en dichas 
providencias. Así fue declarado desde la Sentencia C-354 de 1997, donde la Corte declaró 
la constitucionalidad condicionada del artículo 19 del Decreto 111 de 1996 
(inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación), “bajo el entendido de que los 
créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 
legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma 
acusada y que transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible 
adelantar ejecución, con embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los 
destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- 
y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos”.  

 (…) 

Finalmente, la tercera excepción a la cláusula de inembargabilidad del Presupuesto General 
de la Nación, se origina en los títulos emanados del Estado que reconocen una obligación 
clara, expresa y exigible. En la Sentencia C-103 de 1994 la Corte declaró la 
constitucionalidad condicionada de varias normas del Código de Procedimiento Civil 
relativas a la ejecución contra entidades de derecho público y la inembargabilidad del 
Presupuesto General de la Nación. 

(…) 

Las reglas de excepción anteriormente descritas lejos de ser excluyentes son 
complementarias, pero mantiene plena vigencia la regla general de la inembargabilidad de 
recursos del Presupuesto General de la Nación. Además, en el caso de la ejecución de 
sentencias y títulos ejecutivos emanados de la administración, la posibilidad de embargo 
exige que se haya agotado, sin éxito, el plazo previsto en el Código Contencioso 

Administrativo para el cumplimiento de las obligaciones del Estado.” 

Ahora bien, tratándose del pago de obligaciones laborales que han sido reconocidas 
a través de sentencia judicial, la Corte Constitucional también extendió las 
excepciones traídas a colación en líneas anteriores, indicando que los mismos 
pueden ser susceptibles de embargo, al respecto se dijo: 

“(…) Tratándose de los recursos del Sistema General de Participaciones, la Corte 
Constitucional ha dicho que el artículo 21 del Decreto 28 de 2008, teniendo en cuenta la 
regulación vigente a partir del Acto Legislativo No. 4 de 2007, se ajusta a la Constitución, 
en la medida en que se consagra la inembargabilidad de los recursos del SGP a la vez que 
autoriza el embargo de otros recursos del presupuesto de las entidades territoriales, de 
modo que garantiza la destinación social constitucional del SGP sin desconocer los demás 
principios y valores reconocidos en la Carta Política, particularmente en cuanto a la 

efectividad de las obligaciones de orden laboral  

Por lo anterior, se declaró la exequibilidad de esta norma, en el entendido que el pago de 
las obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia debe efectuarse en el plazo 
máximo de dieciocho (18) meses, contados a partir de la ejecutoria de la misma, y de que 
si los recursos correspondientes a los ingresos corrientes de libre destinación de la 
respectiva entidad territorial no son suficientes para el pago de las citadas obligaciones, 
deberá acudirse a los recursos de destinación específica. Interpretación que es compatible 
con la Constitución Política en tanto asegura la efectividad de los derechos y ofrece certeza 
sobre el pago de acreencias laborales (…)”. 
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Aunado a ello se tiene que, en sentencia de tutela de la Sección Cuarta del Consejo 
de Estado, adiada 13 de octubre de 2016, proferida dentro del radicado No. 11001-
03-15-000-2016-01343-01, con ponencia de la Dra. Martha Teresa Briceño de 
Valencia, y el auto del 21 de julio de 2017, proferido por la Sección Segunda de 
dentro del radicado No. 08001-23-31-0002007-00112-02, con ponencia del Dr. la 
misma Corporación Carmelo Perdomo Cuéter, se especificó: 

“En conclusión, frente a eventos relacionados con la satisfacción de créditos u obligaciones 
de carácter laboral, así como aquellos derivados de contratos estatales y los reconocidos 
en fallos judiciales, el principio general de inembargabilidad de los recursos públicos pierde 
su supremacía, pues su afectación es necesaria para hacer efectivos otros principios de 
orden fundamental como la igualdad, la dignidad humana y el derecho al trabajo, cuya 
garantía también corre por cuenta del Estado. 

Por último, impera destacar que una vez ha sido decretada la medida cautelar que implique 
retención o sustracción de bienes o recursos públicos de carácter inembargable, la 
legislación ha previsto mecanismos procesales para proteger la sostenibilidad financiera o 
presupuestal de la entidad ejecutada. El primero de ellos consiste en la posibilidad de que, 
según el artículo 597 del Código General del Proceso, tienen el procurador general de la 
nación, el ministro del respectivo ramo, el alcalde, el gobernador y el director de la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado de solicitar el levantamiento de las medidas 
cautelares ejecutadas sobre recursos públicos. También consagra el parágrafo del artículo 
599 de la misma codificación que el ejecutado podrá solicitar que el embargo o secuestro 
decretado recaiga sobre otro de los bienes de su propiedad, salvo cuando se trate de un 
embargo fundado en garantía real”.  

Además, comoquiera que el ente demandad en el presente es un municipio, en 
materia de embargo a municipios, existe una norma especial que debe ser tenida 
en cuenta con el fin de determinar la procedencia de la medida cautelar, cual es el 
artículo 45 de la ley 1151 de 2012, de tenor: 

“Artículo 45. No procedibilidad de medidas cautelares. La medida cautelar del embargo no 
aplicará sobre los recursos del sistema general de participaciones ni sobre los del sistema 
general de regalías, ni de las rentas propias de destinación específica para el gasto social 
de los Municipios en los procesos contenciosos adelantados en su contra. 

En los procesos ejecutivos en que sea parte demandada un municipio solo se podrá 
decretar embargos una vez ejecutoriada la sentencia que ordena seguir adelante con la 
ejecución. 

En ningún caso procederán embargos de sumas de dinero correspondientes a recaudos 
tributarios o de otra naturaleza que hagan particulares a favor de los municipios, antes de 
que estos hayan sido formalmente declarados y pagados por el responsable tributario 
correspondiente. 

Parágrafo. De todas formas, corresponde a los alcaldes asegurar el cumplimiento de las 
obligaciones a cargo del municipio, para lo cual deberán adoptar las medidas fiscales y 
presupuestales que se requieran para garantizar los derechos de los acreedores y cumplir 
con el principio de finanzas sanas.” 

Al respecto, la H. Corte Constitucional en Sentencia C-830 de 2013 Magistrado 
Ponente: Mauricio González, fue enfática en señalar que las normas procesales de 
la Ley 1551 de 2012, primaban sobre las contenidas en la Ley 1564 de 2012 
(C.G.P), puesto que esta última contempla norma especial que debe prevalecer 
sobre a norma general en aplicación del principio denominado  ex speciali derogat 
/ex generali. 

Asimismo, trae a colación el Despacho que Ley 1530 del 2012, derogada por la Ley 

2056 de 2020, a través de la cual se regula la organización y el funcionamiento del 

Sistema General de Regalías, dispone en su artículo 1331: 

 
1 De la Ley 2056 de 2020. 
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“Los recursos del Sistema General de Regalías son inembargables, así como las rentas 

incorporadas en el presupuesto del Sistema. 

Las decisiones de la autoridad judicial o administrativa que contravengan lo dispuesto en la 

presente Ley, harán incurrir al funcionario respectivo que la profiera en falta disciplinaria 

gravísima, sin perjuicio de la Responsabilidad Fiscal.” 

De lo citado se desprende en principio que emerge que los recursos tributarios 

integrantes del presupuesto de las entidades territoriales se encuentran amparados 

por el principio de inembargabilidad, sin que se pueda acotar razón jurídica alguna 

para disponer de tales recursos para el cobro de una sentencia judicial, y que aún 

puede repercutir en la comisión de una falta gravísima del titular del Despacho. 

Respecto al Sistema General de Participaciones, y aún las cesiones y el sistema 

general de regalías (artículos 356 a 361 de la Constitución Política), el art. 21 del 

Decreto 28 de 2008, dispuso: 

“Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de Participaciones son 

inembargables. 

Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la continuidad, 

cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas 

cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones laborales, 

se harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad 

territorial. 

Para cumplir con la decisión judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso 

a comprometer y cancelará el respectivo crédito judicial en el transcurso de la vigencia o 

vigencias fiscales subsiguientes.' 

Las decisiones de la autoridad judicial que contravengan lo dispuesto en el presente 

decreto, no producirán efecto alguno, y darán lugar a causal de destitución del cargo 

conforme a las normas legales correspondientes.” 

No obstante, sobre las rentas y recursos incorporados en el Presupuesto General 

de la Nación, que por disposición del artículo 19 del Decreto 111 de 1996, aplica 

para los recursos del Sistema General de Participaciones y el Sistema General de 

Regalías, se reitera que la Corte Constitucional se ha pronunciado en varias 

sentencias, entre otras, la C- 546/02, C-354/97, C-566/03, recogiéndose en la 

Sentencia C-1154 de 20082 en las que se sentó la posición jurisprudencial sobre el 

principio de inembargabilidad de recursos públicos, fijando al respecto algunas 

Excepciones, como se acota: 

Sentencia C-1154 del 26 de noviembre de 2008: 

“En diversas oportunidades esta Corporación se ha pronunciado acerca del principio de 

inembargabilidad de recursos públicos, explicando que tiene sustento en la adecuada 

provisión, administración y manejo de los fondos necesarios para la protección de los 

derechos fundamentales y en general para el cumplimiento de los fines del Estado. La línea 

jurisprudencial al respecto está integrada básicamente por las Sentencias C-546 de 1992, 

C-013 de 1993, C-017 de 1993, C-337 de 1993, C-555 de 1993, C-103 de 1994, C-263 de 

1994, C-354 de 1997, C-402 de 1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-

566 de 2003, C-1064 de 2003, T-1105 de 2004 y C-192 de 2005. Desde la primera 

providencia que abordó el tema en vigencia de la Constitución de 1991, la Corte ha 

advertido sobre el riesgo de parálisis del Estado ante un abierto e indiscriminado embargo 

de recursos públicos.»  
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Para la Corte Constitucional, entonces. el principio de la inembargabilidad presupuestal es 

una garantía que es necesario preservar y defender, ya que ella permite proteger los 

recursos financieros del Estado, destinados por definición, en un Estado social de derecho, 

a satisfacer los requerimientos indispensables para la realización de la dignidad humana.  

(...)  

4.3. — En este panorama, el Legislador ha adoptado como regla general la 

inembargabilidad de los recursos públicos consagrados en el Presupuesto General de la 

Nación. Pero ante la necesidad de armonizar esa cláusula con los demás principios y 

derechos reconocidos en la Constitución, la jurisprudencia ha fijado algunas reglas de 

excepción, pues no puede perderse de vista que el postulado de la prevalencia del interés 

general también comprende el deber de proteger y asegurar la efectividad de los derechos 

fundamentales de cada persona individualmente considerada.  

4.3.1.- La primera excepción tiene que ver con la necesidad de satisfacer créditos u 

obligaciones de origen laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo en condiciones 

dignas y justas. Al respecto, en la Sentencia C-546 de 1992, la Corte declaró la 

constitucionalidad condicionada del artículo 16 de la Ley 38 de 1989 (inembargabilidad de 

rentas y recursos del Presupuesto General de la Nación), en el entendido de que "en 

aquellos casos en los cuales la efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo 

del Estado surgidas de las obligaciones laborales, solo se logre mediante el embargo de 

bienes y rentas incorporados al presupuesto de la nación, este será embargable en los 

términos del artículo 177 del Código Contencioso Administrativo".  

(...)  

4.3.- La segunda regla de excepción tiene que ver con el pago de sentencias judiciales para 

garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos reconocidos en dichas 

providencias. Así fue declarado desde la Sentencia C-354 de 1997, donde la Corte declaró 

la constitucionalidad condicionada del artículo 19 del Decreto 111 de 1996 

(inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación), "bajo el entendido de que los 

créditos a cargo del Estado. bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 

legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma 

acusada y que transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible 

adelantar ejecución, con embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los 

destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- 

y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos".  

4.4.- Las reglas de excepción anteriormente descritas lejos de ser excluyentes son 

complementarias. pero mantiene plena vigencia la regla general de la inembargabilidad de 

recursos del Presupuesto General de la Nación. Además, en el caso de la ejecución de 

sentencias y títulos ejecutivos emanados de la administración, la posibilidad de embargo 

exige que se haya agotado, sin éxito, el plazo previsto en el Código Contencioso 

Administrativo para el cumplimiento de las obligaciones del Estado. )"  

(resaltado fuera de texto)  

De lo anteriormente expuesto se colige.  

1. El principio de inembargabilidad no es absoluto sino relativo  

2. Procedería el embargo de los recursos del Sistema General de Participaciones 

únicamente para obtener la cancelación de obligaciones laborales contenidas en 

sentencias o en títulos legalmente válidos que contengan una obligación clara, 

expresa y exigible siempre y cuando haya transcurrido el término previsto en el 

artículo 177 del Código Contencioso Administrativo.  

3. Para que proceda el embargo de los recursos del Sistema General de 

Participaciones. las obligaciones laborales insolutas deben haberse causado en el 

sector respectivo; es decir, si se pretende el embargo de recursos de salud. sólo 

procedería en el caso de obligaciones laborales causadas en este sector, si se 

pretende el embargo de recursos del sector educación o de propósito general, sólo 
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procedería el embargo de los recursos de cada uno de estos sectores para perseguir 

el pago de obligaciones de docentes o de obligaciones laborales financiadas con 

recursos de propósito general.  

4. El embargo decretado debe dirigirse en primera instancia a los recursos propios de 

la entidad territorial apropiados en el rubro de sentencias y conciliaciones y si estos 

no son suficientes sólo pueden embargarse los dineros del sector al cual pertenezca 

la obligación insoluta, sin afectar los recursos de los demás sectores.” 

Asimismo, de manera puntual respecto a la inembargabilidad de los recursos del 

Sistema General de Participaciones, la Corte en la Sentencia transcrita, precisó que 

en las Sentencias C-354/97, C- 546/02, C-793 de 2002, C-566/03, ya había dejado 

en claro:  

"El principio de inembargabilidad de recursos del SGP tampoco es absoluto, pues debe 

conciliarse con los demás derechos y principios reconocidos en la Constitución". En tal 

virtud, la Corte había señalado que "las reglas de excepción al principio de inembargabilidad 

del Presupuesto eran aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre y cuando las 

obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de las actividades a las cuales 

estaban destinados los recursos del SGP (educación, salud, agua potable y saneamiento 

básico)" 

Habiendo sido regulado por el máximo órgano constitucional del país lo antes 

expuesto y comoquiera que frente al presente crédito aplica una de las Excepciones 

a la Regla General de inembargabilidad de los recursos del Presupuesto General 

de la Nación, el Sistema General de Participaciones y el Sistema General de 

Regalías, cual es no sólo la existencia de una obligación que deviene de una 

sentencia sino además es de carácter laboral, y que y que pese a haberse intentado 

hacer efectivo el pago de la misma mediante el embargo, en primer lugar, de 

recursos embargables (Recursos Propios de la entidad), ello no ha sido posible 

según respuestas de las entidades financieras destinatarias; según la 

Jurisprudencia de la Corte Constitucional en cita, por Excepción, resulta procedente 

el embargo de recursos o dineros de propiedad de la ejecutada que gocen del 

principio de inembargabilidad, tales como aquellos provenientes del Presupuesto 

General de la Nación.  
 

No obstante, desde ya se advierte que POR NINGUN MOTIVO se aceptará el 

embargo de cuentas que manejen recursos de la seguridad social, asimismo, en 

cuanto a la destinación específica, se advierte, además, que podría entrase a 

dilucidar el tema específico ante una eventual retención de estos dineros. 

Es así como por lo anteriormente expuesto, en virtud de las excepciones del 
principio de inembargabilidad de bienes públicos se ordenará decretar POR VÍA DE 
EXCEPCIÓN el embargo y retención de los dineros que el MUNICIPIO DE 
CURUMANÍ, en las cuentas de ahorro,   corrientes  y CDT en  las entidades    
financieras  BANCO BBVA, BANCO DAVIVIENDA, BANCOLOMBIA, BANCO CAJA 
SOCIAL, BANCO AVVILLAS, BANCO DE BOGOTA, BANCO POPULAR, BANCO 
DE OCCIDENTE y BANCO AGRARIO DE COLOMBIA, hasta por la suma de  
noventa y siete millones quinientos setenta y cuatro mil ciento sesenta y nueve 
pesos ($97.574.169), -que incluye el valor de la última liquidación del crédito 
aprobada aumentado en un 50% -; con la advertencia que deberá aplicar el embargo 
de manera preferente sobre los recursos de naturaleza embargable propios de la 
entidad, si estos no existen o fueren insuficientes; entonces se deberá aplicar la 
medida cautelar sobre recursos de naturaleza inembargables, por encontrase el 
asunto de la referencia inmerso en las excepciones al principio de inembargabilidad 
de los recursos incorporados al presupuesto general de la nación. 

Se previene a las referidas entidades bancarias que procedan a materializar el 
embargo y retención de dineros de naturaleza inembargables en la forma 
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contemplada en el inciso final del artículo 594 del Código General del Proceso, es 
decir, congelando los recursos en una cuenta especial que devengue intereses en 
las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se produce el débito por 
cuenta del embargo.   

Asimismo, se les advierte a tales entidades sobre la obligación que tienen de 
atender y cumplir las órdenes impartidas por el juez y sobre los poderes 
disciplinarios de éstos para hacer cumplir tales órdenes, según lo dispuesto en el 
numeral 4 del artículo 43 C.G.P, so pena de aplicarles las sanciones a las que haya 
lugar con base a lo dispuesto en el artículo 44 ibídem. 

Por último, en atención a la liquidación del crédito presentada por la parte 

ejecutante, se ORDENA correr traslado de la misma a la contraparte por el término 

de tres (3) días, dentro de los cuales podrá formular objeciones y acompañar las 

pruebas que estime necesarias, conforme lo dispone el numeral 2 del Art. 446 del 

Código General del Proceso.  

Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito Judicial de 
Valledupar,  

RESUELVE 

PRIMERO: Decretar POR VÍA DE EXCEPCIÓN el embargo y retención de los 
dineros que tenga o tener el Municipio de Curumaní - Cesar, en las cuentas de 
ahorro, corrientes  y CDT en  las entidades    financieras    BANCO BBVA, BANCO 
DAVIVIENDA, BANCOLOMBIA, BANCO CAJA SOCIAL, BANCO AVVILLAS, 
BANCO DE BOGOTA, BANCO POPULAR, BANCO DE OCCIDENTE y BANCO 
AGRARIO DE COLOMBIA hasta por la suma de noventa y siete millones quinientos 
setenta y cuatro mil ciento sesenta y nueve pesos ($97.574.169). 

SEGUNDO: Advertir a las entidades bancarias mencionadas, que deberán aplicar 
el embargo de manera preferente sobre los recursos de naturaleza embargable 
propios de la entidad, si estos no existen o fueren insuficientes; entonces se deberá 
aplicar la medida cautelar sobre recursos de naturaleza inembargables, por 
encontrase el asunto de la referencia inmerso en las excepciones al principio de 
inembargabilidad de los recursos incorporados al presupuesto general de la nación.  

Empero POR NINGUN MOTIVO se aceptará el embargo de cuentas que manejen 
recursos de la seguridad social. En cuanto a la destinación específica, se advierte, 
además, que podría entrase a dilucidar el tema específico ante una eventual 
retención de estos dineros. 

TERCERO: Advertir a tales entidades sobre la obligación que tienen de atender y 
cumplir las órdenes impartidas por el juez y sobre los poderes disciplinarios de éstos 
para hacer cumplir tales órdenes judiciales, so pena de aplicarles las sanciones a 
las que haya lugar con base a lo dispuesto en el artículo 44 ibídem. 

CUARTO: Prevenir a las referidas entidades bancarias que procedan a materializar 
el embargo y retención de dineros de naturaleza inembargables en la forma 
contemplada en el inciso final del artículo 594 del Código General del Proceso, es 
decir, congelando los recursos en una cuenta especial que devengue intereses en 
las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se produce el débito por 
cuenta del embargo. 

QUINTO: Correr traslado al extremo pasivo de la liquidación del crédito presentada 
por la parte ejecutante, por el término de tres (3) días, dentro de los cuales podrá 
formular objeciones y acompañar las pruebas que estime necesarias, conforme lo 
dispone el numeral 2 del Art. 446 del Código General del Proceso. 

SÉPTIMO: Líbrense los oficios a las entidades bancarias por secretaría. 
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Notifíquese y Cúmplase. 

 

 

 
 

JAIME ALFONSO CASTRO MARTÍNEZ 
Juez Primero Administrativo 

J1/JCM/pma 
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Jaime Alfonso Castro Martinez
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Juzgado Administrativo
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, Veintidós (22) de Enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 

DEMANDANTE: LILIANA CANTILLO LOPEZ. 
DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  – 
ENTIDAD TERRITORIAL. 

RADICADO: 20001-33-33-001-2022-00094-00 
 

ASUNTO A DECIDIR: 
 

Procede el Despacho a resolver la solicitud de desistimiento de las pretensiones 
de la demanda realizada por la parte actora en memorial recibido por correo 
electrónico el día Cuatro (04) de Diciembre del 2023. 
 

ANTECEDENTES: 
 
La señora LILIANA CANTILLO LOPEZ, por conducto de apoderado judicial, 
formuló demanda en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO  – ENTIDAD TERRITORIAL, solicitando la nulidad del acto ficto 
configurado frente a la petición presentada el día Treinta (30) de Octubre de 
2021 y a título de restablecimiento del derecho se le reconozca y pague la 
SANCIÓN POR MORA establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la 
INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 
encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 
el Decreto Nacional 1176 de 1991. 
 
Ahora bien, la parte actora por conducto de su apoderado judicial, el abogado 
Yobany López Quintero y con facultades para ello, tal como se constata con la 
revisión del memorial poder, presenta memorial manifestando que, desiste de 
las pretensiones de la demanda. El memorial fue recibido el día Cuatro (04) de 
Diciembre del 2023 en el correo electrónico de esta Judicatura. 
 

CONSIDERACIONES DEL JUZGADO: 
 
El desistimiento de la demanda es una de las formas de terminación anormal del 
proceso y se encuentra regulado en el artículo 314 del Código General del 
Proceso, aplicable a los procesos de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa 
por remisión expresa del art. 306 de la Ley 1437 del 2011, así:  
 
“Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir 
de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al 
proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse 
interpuesto por la demandante apelación de la sentencia o casación, se 
entenderá que comprende el del recurso.  



 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido 
efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los 
mismos efectos de aquella sentencia.  
 
Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo 
proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de las 
pretensiones y personas no comprendidas en él…”  
 
La Jurisprudencia del H. Consejo de Estado1 ha señalado sobre el corpus 
normativo del art. 314 ibídem que “i) … la oportunidad del ejercicio de tal figura 
podrá́ tener lugar “mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al 
proceso.” ;ii) respecto de sus efectos, señala que tal acto produce la “renuncia 
de las pretensiones de la demanda”, advirtiendo que el auto que reconozca en 
sentido favorable una petición de tal naturaleza producirá los mismos efectos de 
la sentencia que se hubiere proferido, lo que implica, entonces, que adquiere 
fuerza de cosa juzgada sin que, posteriormente, sea posible adelantar un nuevo 
litigio sobre la base de los mismos hechos y pretensiones, iii) a su vez, 
comprende que si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, 
o si sólo proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto 
de las pretensiones y personas no comprendidas en él y, por último, iv) el acto 
de desistimiento es unilateral, de manera que para que este se configure basta 
la manifestación de la voluntad de la parte accionante, así como también la 
norma exige que éste sea incondicional, salvo acuerdo en contrario de las 
partes”  
 
En estos términos, se observa que la parte demandante desistió de manera 
individual, clara y expresa de todas las pretensiones invocadas en la demanda; 
que la precitada solicitud se instauró de manera oportuna, toda vez que en el 
sub-judice no se ha proferido sentencia; así mismo, que el mandatario judicial 
de la parte en mención tiene facultades para desistir, por lo que en atención a 
que tiene todas las facultades de derecho no puede haber otra conclusión para 
ello que aceptar el desistimiento en estudio, dar por terminado el proceso y 
ordenar el archivo del expediente.  
 
Ahora bien, sobre la imposición de condena en costas en aplicación de 
desistimiento, el Consejo de Estado ha señalado2 que la determinación de las 
costas no es una consecuencia automática del desistimiento, pues, para 
imponerlas, el Juez debe analizar la conducta asumida por las partes y 
determinar si estas se probaron y causaron.  
 
En ese orden, en este caso particular, dado el estado en que se encuentra el 
proceso, estima el Despacho que no hay lugar a imposición de condena en 
costas en la medida en que en el proceso no se aprecian gastos en que haya 
debido incurrir la demandada.  
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito Judicial de 
Valledupar,  
 
 
 

 
1 Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección C; Consejero Ponente: Jaime 

Orlando Santofimio Gamboa; Sentencia Calendada 8 De mayo De 2017; Radicación Número: 25000-23-26-000-2007-00724- 
01(49923) 
2 Consejo De Estado. Consejo De Estado Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Cuarta Consejero Ponente: Martha 

Teresa Briceño De Valencia Bogotá D. C., Diez (10) De Marzo De Dos Mil Dieciséis (2016) Radicación Número: 76001-23- 
33-000-2013- 00599-01(21676) 



RESUELVE 
 
PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de las pretensiones de la demanda 
realizado por el apoderado judicial de la señora LILIANA CANTILLO LOPEZ, con 
la advertencia de que dicha declaración produce efectos de cosa juzgada. 
 
SEGUNDO: No hay lugar a la condena en costas a la parte demandante, por las 
razones expuestas en la motivación precedente. 
 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el proceso previas las 
anotaciones de rigor. 

 
 
 

Notifíquese y Cúmplase. 
 

 

(Firmado Digitalmente) 
JAIME ALFONSO CASTRO MARTINEZ 

Juez Primero Administrativo del Circuito de Valledupar 
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Jaime Alfonso Castro Martinez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, Veintidós (22) de Enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 

DEMANDANTE: MARIA LUISA MAGDANIEL BARRIGA. 
DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  – 
ENTIDAD TERRITORIAL. 

RADICADO: 20001-33-33-001-2022-00095-00 
 

ASUNTO A DECIDIR: 
 

Procede el Despacho a resolver la solicitud de desistimiento de las pretensiones 
de la demanda realizada por la parte actora en memorial recibido por correo 
electrónico el día Cuatro (04) de Diciembre del 2023. 
 

ANTECEDENTES: 
 
La señora MARIA LUISA MAGDANIEL BARRIGA, por conducto de apoderado 
judicial, formuló demanda en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACION NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  – ENTIDAD TERRITORIAL, solicitando la 
nulidad del acto ficto configurado frente a la petición presentada el día Treinta 
(30) de Julio de 2021 y a título de restablecimiento del derecho se le reconozca 
y pague la SANCIÓN POR MORA establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 
y a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que 
se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 
y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 
 
Ahora bien, la parte actora por conducto de su apoderado judicial, el abogado 
WALTER LOPEZ HENAO y con facultades para ello, tal como se constata con 
la revisión del memorial poder, presenta memorial manifestando que, desiste de 
las pretensiones de la demanda. El memorial fue recibido el día Cuatro (04) de 
Diciembre del 2023 en el correo electrónico de esta Judicatura. 
 

CONSIDERACIONES DEL JUZGADO: 
 
El desistimiento de la demanda es una de las formas de terminación anormal del 
proceso y se encuentra regulado en el artículo 314 del Código General del 
Proceso, aplicable a los procesos de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa 
por remisión expresa del art. 306 de la Ley 1437 del 2011, así:  
 
“Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir 
de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al 
proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse 
interpuesto por la demandante apelación de la sentencia o casación, se 
entenderá que comprende el del recurso.  



 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido 
efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los 
mismos efectos de aquella sentencia.  
 
Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo 
proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de las 
pretensiones y personas no comprendidas en él…”  
 
La Jurisprudencia del H. Consejo de Estado1 ha señalado sobre el corpus 
normativo del art. 314 ibídem que “i) … la oportunidad del ejercicio de tal figura 
podrá́ tener lugar “mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al 
proceso.” ;ii) respecto de sus efectos, señala que tal acto produce la “renuncia 
de las pretensiones de la demanda”, advirtiendo que el auto que reconozca en 
sentido favorable una petición de tal naturaleza producirá los mismos efectos de 
la sentencia que se hubiere proferido, lo que implica, entonces, que adquiere 
fuerza de cosa juzgada sin que, posteriormente, sea posible adelantar un nuevo 
litigio sobre la base de los mismos hechos y pretensiones, iii) a su vez, 
comprende que si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, 
o si sólo proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto 
de las pretensiones y personas no comprendidas en él y, por último, iv) el acto 
de desistimiento es unilateral, de manera que para que este se configure basta 
la manifestación de la voluntad de la parte accionante, así como también la 
norma exige que éste sea incondicional, salvo acuerdo en contrario de las 
partes”  
 
En estos términos, se observa que la parte demandante desistió de manera 
individual, clara y expresa de todas las pretensiones invocadas en la demanda; 
que la precitada solicitud se instauró de manera oportuna, toda vez que en el 
sub-judice no se ha proferido sentencia; así mismo, que el mandatario judicial 
de la parte en mención tiene facultades para desistir, por lo que en atención a 
que tiene todas las facultades de derecho no puede haber otra conclusión para 
ello que aceptar el desistimiento en estudio, dar por terminado el proceso y 
ordenar el archivo del expediente.  
 
Ahora bien, sobre la imposición de condena en costas en aplicación de 
desistimiento, el Consejo de Estado ha señalado2 que la determinación de las 
costas no es una consecuencia automática del desistimiento, pues, para 
imponerlas, el Juez debe analizar la conducta asumida por las partes y 
determinar si estas se probaron y causaron.  
 
En ese orden, en este caso particular, dado el estado en que se encuentra el 
proceso, estima el Despacho que no hay lugar a imposición de condena en 
costas en la medida en que en el proceso no se aprecian gastos en que haya 
debido incurrir la demandada.  
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito Judicial de 
Valledupar,  
 
 
 

 
1 Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección C; Consejero Ponente: Jaime 

Orlando Santofimio Gamboa; Sentencia Calendada 8 De mayo De 2017; Radicación Número: 25000-23-26-000-2007-00724- 
01(49923) 
2 Consejo De Estado. Consejo De Estado Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Cuarta Consejero Ponente: Martha 

Teresa Briceño De Valencia Bogotá D. C., Diez (10) De Marzo De Dos Mil Dieciséis (2016) Radicación Número: 76001-23- 
33-000-2013- 00599-01(21676) 



RESUELVE 
 
PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de las pretensiones de la demanda 
realizado por el apoderado judicial de la señora MARIA LUISA MAGDANIEL 
BARRIGA, con la advertencia de que dicha declaración produce efectos de cosa 
juzgada. 
 
SEGUNDO: No hay lugar a la condena en costas a la parte demandante, por las 
razones expuestas en la motivación precedente. 
 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el proceso previas las 
anotaciones de rigor. 

 
 
 

Notifíquese y Cúmplase. 
 

 

(Firmado Digitalmente) 
JAIME ALFONSO CASTRO MARTINEZ 

Juez Primero Administrativo del Circuito de Valledupar 
 
 

 
J1/JCM/pma 
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Jaime Alfonso Castro Martinez
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Juzgado Administrativo
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, Veintidós (22) de Enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 

DEMANDANTE: MILADYS SURMAY. 
DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  – 
ENTIDAD TERRITORIAL. 

RADICADO: 20001-33-33-001-2022-00101-00 
 

ASUNTO A DECIDIR: 
 

Procede el Despacho a resolver la solicitud de desistimiento de las pretensiones 
de la demanda realizada por la parte actora en memorial recibido por correo 
electrónico el día Cuatro (04) de Diciembre del 2023. 
 

ANTECEDENTES: 
 
La señora MILADYS SURMAY, por conducto de apoderado judicial, formuló 
demanda en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  – 
ENTIDAD TERRITORIAL, solicitando la nulidad del acto ficto configurado frente 
a la petición presentada el día Treinta (30) de Julio de 2021 y a título de 
restablecimiento del derecho se le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA 
establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, por el 
pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el 
artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 
de 1991. 
 
Ahora bien, la parte actora por conducto de su apoderado judicial, el abogado 
WALTER LOPEZ HENAO y con facultades para ello, tal como se constata con 
la revisión del memorial poder, presenta memorial manifestando que, desiste de 
las pretensiones de la demanda. El memorial fue recibido el día Cuatro (04) de 
Diciembre del 2023 en el correo electrónico de esta Judicatura. 
 

CONSIDERACIONES DEL JUZGADO: 
 
El desistimiento de la demanda es una de las formas de terminación anormal del 
proceso y se encuentra regulado en el artículo 314 del Código General del 
Proceso, aplicable a los procesos de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa 
por remisión expresa del art. 306 de la Ley 1437 del 2011, así:  
 
“Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir 
de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al 
proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse 
interpuesto por la demandante apelación de la sentencia o casación, se 
entenderá que comprende el del recurso.  



 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido 
efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los 
mismos efectos de aquella sentencia.  
 
Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo 
proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de las 
pretensiones y personas no comprendidas en él…”  
 
La Jurisprudencia del H. Consejo de Estado1 ha señalado sobre el corpus 
normativo del art. 314 ibídem que “i) … la oportunidad del ejercicio de tal figura 
podrá́ tener lugar “mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al 
proceso.” ;ii) respecto de sus efectos, señala que tal acto produce la “renuncia 
de las pretensiones de la demanda”, advirtiendo que el auto que reconozca en 
sentido favorable una petición de tal naturaleza producirá los mismos efectos de 
la sentencia que se hubiere proferido, lo que implica, entonces, que adquiere 
fuerza de cosa juzgada sin que, posteriormente, sea posible adelantar un nuevo 
litigio sobre la base de los mismos hechos y pretensiones, iii) a su vez, 
comprende que si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, 
o si sólo proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto 
de las pretensiones y personas no comprendidas en él y, por último, iv) el acto 
de desistimiento es unilateral, de manera que para que este se configure basta 
la manifestación de la voluntad de la parte accionante, así como también la 
norma exige que éste sea incondicional, salvo acuerdo en contrario de las 
partes”  
 
En estos términos, se observa que la parte demandante desistió de manera 
individual, clara y expresa de todas las pretensiones invocadas en la demanda; 
que la precitada solicitud se instauró de manera oportuna, toda vez que en el 
sub-judice no se ha proferido sentencia; así mismo, que el mandatario judicial 
de la parte en mención tiene facultades para desistir, por lo que en atención a 
que tiene todas las facultades de derecho no puede haber otra conclusión para 
ello que aceptar el desistimiento en estudio, dar por terminado el proceso y 
ordenar el archivo del expediente.  
 
Ahora bien, sobre la imposición de condena en costas en aplicación de 
desistimiento, el Consejo de Estado ha señalado2 que la determinación de las 
costas no es una consecuencia automática del desistimiento, pues, para 
imponerlas, el Juez debe analizar la conducta asumida por las partes y 
determinar si estas se probaron y causaron.  
 
En ese orden, en este caso particular, dado el estado en que se encuentra el 
proceso, estima el Despacho que no hay lugar a imposición de condena en 
costas en la medida en que en el proceso no se aprecian gastos en que haya 
debido incurrir la demandada.  
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito Judicial de 
Valledupar,  
 
 
 

 
1 Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección C; Consejero Ponente: Jaime 

Orlando Santofimio Gamboa; Sentencia Calendada 8 De mayo De 2017; Radicación Número: 25000-23-26-000-2007-00724- 
01(49923) 
2 Consejo De Estado. Consejo De Estado Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Cuarta Consejero Ponente: Martha 

Teresa Briceño De Valencia Bogotá D. C., Diez (10) De Marzo De Dos Mil Dieciséis (2016) Radicación Número: 76001-23- 
33-000-2013- 00599-01(21676) 



RESUELVE 
 
PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de las pretensiones de la demanda 
realizado por el apoderado judicial de la señora MILADYS SURMAY, con la 
advertencia de que dicha declaración produce efectos de cosa juzgada. 
 
SEGUNDO: No hay lugar a la condena en costas a la parte demandante, por las 
razones expuestas en la motivación precedente. 
 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el proceso previas las 
anotaciones de rigor. 

 
 
 

Notifíquese y Cúmplase. 
 

 

(Firmado Digitalmente) 
JAIME ALFONSO CASTRO MARTINEZ 

Juez Primero Administrativo del Circuito de Valledupar 
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

Valledupar, Veintidós (22) de Enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 

DEMANDANTE: ROBERTO MANUEL TAMARA. 
DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  – 
ENTIDAD TERRITORIAL. 

RADICADO: 20001-33-33-001-2022-00154-00 
 

ASUNTO A DECIDIR: 
 

Procede el Despacho a resolver la solicitud de desistimiento de las pretensiones 
de la demanda realizada por la parte actora en memorial recibido por correo 
electrónico el día Cinco (05) de Diciembre del 2023. 
 

ANTECEDENTES: 
 
La señora ROBERTO MANUEL TAMARA, por conducto de apoderado judicial, 
formuló demanda en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO  – ENTIDAD TERRITORIAL, solicitando la nulidad del acto ficto 
configurado frente a la petición presentada el día Veintiocho (28) de Julio de 
2021 y a título de restablecimiento del derecho se le reconozca y pague la 
SANCIÓN POR MORA establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99 y a la 
INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 
encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 
el Decreto Nacional 1176 de 1991. 
 
Ahora bien, la parte actora por conducto de su apoderado judicial, el abogado 
WALTER LOPEZ HENAO y con facultades para ello, tal como se constata con 
la revisión del memorial poder, presenta memorial manifestando que, desiste de 
las pretensiones de la demanda. El memorial fue recibido el día Cinco (05) de 
Diciembre del 2023 en el correo electrónico de esta Judicatura. 
 

CONSIDERACIONES DEL JUZGADO: 
 
El desistimiento de la demanda es una de las formas de terminación anormal del 
proceso y se encuentra regulado en el artículo 314 del Código General del 
Proceso, aplicable a los procesos de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa 
por remisión expresa del art. 306 de la Ley 1437 del 2011, así:  
 
“Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir 
de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al 
proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse 
interpuesto por la demandante apelación de la sentencia o casación, se 
entenderá que comprende el del recurso.  
 



El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido 
efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los 
mismos efectos de aquella sentencia.  
 
Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo 
proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de las 
pretensiones y personas no comprendidas en él…”  
 
La Jurisprudencia del H. Consejo de Estado1 ha señalado sobre el corpus 
normativo del art. 314 ibídem que “i) … la oportunidad del ejercicio de tal figura 
podrá́ tener lugar “mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al 
proceso.” ;ii) respecto de sus efectos, señala que tal acto produce la “renuncia 
de las pretensiones de la demanda”, advirtiendo que el auto que reconozca en 
sentido favorable una petición de tal naturaleza producirá los mismos efectos de 
la sentencia que se hubiere proferido, lo que implica, entonces, que adquiere 
fuerza de cosa juzgada sin que, posteriormente, sea posible adelantar un nuevo 
litigio sobre la base de los mismos hechos y pretensiones, iii) a su vez, 
comprende que si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, 
o si sólo proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto 
de las pretensiones y personas no comprendidas en él y, por último, iv) el acto 
de desistimiento es unilateral, de manera que para que este se configure basta 
la manifestación de la voluntad de la parte accionante, así como también la 
norma exige que éste sea incondicional, salvo acuerdo en contrario de las 
partes”  
 
En estos términos, se observa que la parte demandante desistió de manera 
individual, clara y expresa de todas las pretensiones invocadas en la demanda; 
que la precitada solicitud se instauró de manera oportuna, toda vez que en el 
sub-judice no se ha proferido sentencia; así mismo, que el mandatario judicial 
de la parte en mención tiene facultades para desistir, por lo que en atención a 
que tiene todas las facultades de derecho no puede haber otra conclusión para 
ello que aceptar el desistimiento en estudio, dar por terminado el proceso y 
ordenar el archivo del expediente.  
 
Ahora bien, sobre la imposición de condena en costas en aplicación de 
desistimiento, el Consejo de Estado ha señalado2 que la determinación de las 
costas no es una consecuencia automática del desistimiento, pues, para 
imponerlas, el Juez debe analizar la conducta asumida por las partes y 
determinar si estas se probaron y causaron.  
 
En ese orden, en este caso particular, dado el estado en que se encuentra el 
proceso, estima el Despacho que no hay lugar a imposición de condena en 
costas en la medida en que en el proceso no se aprecian gastos en que haya 
debido incurrir la demandada.  
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito Judicial de 
Valledupar,  
 
 
 

RESUELVE 

 
1 Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección C; Consejero Ponente: Jaime 

Orlando Santofimio Gamboa; Sentencia Calendada 8 De mayo De 2017; Radicación Número: 25000-23-26-000-2007-00724- 
01(49923) 
2 Consejo De Estado. Consejo De Estado Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Cuarta Consejero Ponente: Martha 

Teresa Briceño De Valencia Bogotá D. C., Diez (10) De Marzo De Dos Mil Dieciséis (2016) Radicación Número: 76001-23- 
33-000-2013- 00599-01(21676) 



 
PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de las pretensiones de la demanda 
realizado por el apoderado judicial de la señora ROBERTO MANUEL TAMARA, 
con la advertencia de que dicha declaración produce efectos de cosa juzgada. 
 
SEGUNDO: No hay lugar a la condena en costas a la parte demandante, por las 
razones expuestas en la motivación precedente. 
 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el proceso previas las 
anotaciones de rigor. 

 
 
 

Notifíquese y Cúmplase. 
 

 

(Firmado Digitalmente) 
JAIME ALFONSO CASTRO MARTINEZ 

Juez Primero Administrativo del Circuito de Valledupar 
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, Veintidós (22) de Enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 

DEMANDANTE: MARIA GLADYS RIVERA OROZCO. 
DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  – 
ENTIDAD TERRITORIAL. 

RADICADO: 20001-33-33-001-2022-00324-00 
 

ASUNTO A DECIDIR: 
 

Procede el Despacho a resolver la solicitud de desistimiento de las pretensiones 
de la demanda realizada por la parte actora en memorial recibido por correo 
electrónico el día Cuatro (04) de Diciembre del 2023. 
 

ANTECEDENTES: 
 
La señora MARIA GLADYS RIVERA OROZCO, por conducto de apoderado 
judicial, formuló demanda en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACION NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  – ENTIDAD TERRITORIAL, solicitando la 
nulidad del acto ficto configurado frente a la petición presentada el día 
Veintinueve (29) de julio de 2021 y a título de restablecimiento del derecho se le 
reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA establecida en la Ley 50 de 1990, 
artículo 99 y a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la 
Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 
 
Ahora bien, la parte actora por conducto de su apoderado judicial, el abogado 
Yobany López Quintero y con facultades para ello, tal como se constata con la 
revisión del memorial poder, presenta memorial manifestando que, desiste de 
las pretensiones de la demanda. El memorial fue recibido el día Cuatro (04) de 
Diciembre del 2023 en el correo electrónico de esta Judicatura. 
 

CONSIDERACIONES DEL JUZGADO: 
 
El desistimiento de la demanda es una de las formas de terminación anormal del 
proceso y se encuentra regulado en el artículo 314 del Código General del 
Proceso, aplicable a los procesos de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa 
por remisión expresa del art. 306 de la Ley 1437 del 2011, así:  
 
“Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir 
de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al 
proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse 
interpuesto por la demandante apelación de la sentencia o casación, se 
entenderá que comprende el del recurso.  



 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido 
efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los 
mismos efectos de aquella sentencia.  
 
Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo 
proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de las 
pretensiones y personas no comprendidas en él…”  
 
La Jurisprudencia del H. Consejo de Estado1 ha señalado sobre el corpus 
normativo del art. 314 ibídem que “i) … la oportunidad del ejercicio de tal figura 
podrá́ tener lugar “mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al 
proceso.” ;ii) respecto de sus efectos, señala que tal acto produce la “renuncia 
de las pretensiones de la demanda”, advirtiendo que el auto que reconozca en 
sentido favorable una petición de tal naturaleza producirá los mismos efectos de 
la sentencia que se hubiere proferido, lo que implica, entonces, que adquiere 
fuerza de cosa juzgada sin que, posteriormente, sea posible adelantar un nuevo 
litigio sobre la base de los mismos hechos y pretensiones, iii) a su vez, 
comprende que si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, 
o si sólo proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto 
de las pretensiones y personas no comprendidas en él y, por último, iv) el acto 
de desistimiento es unilateral, de manera que para que este se configure basta 
la manifestación de la voluntad de la parte accionante, así como también la 
norma exige que éste sea incondicional, salvo acuerdo en contrario de las 
partes”  
 
En estos términos, se observa que la parte demandante desistió de manera 
individual, clara y expresa de todas las pretensiones invocadas en la demanda; 
que la precitada solicitud se instauró de manera oportuna, toda vez que en el 
sub-judice no se ha proferido sentencia; así mismo, que el mandatario judicial 
de la parte en mención tiene facultades para desistir, por lo que en atención a 
que tiene todas las facultades de derecho no puede haber otra conclusión para 
ello que aceptar el desistimiento en estudio, dar por terminado el proceso y 
ordenar el archivo del expediente.  
 
Ahora bien, sobre la imposición de condena en costas en aplicación de 
desistimiento, el Consejo de Estado ha señalado2 que la determinación de las 
costas no es una consecuencia automática del desistimiento, pues, para 
imponerlas, el Juez debe analizar la conducta asumida por las partes y 
determinar si estas se probaron y causaron.  
 
En ese orden, en este caso particular, dado el estado en que se encuentra el 
proceso, estima el Despacho que no hay lugar a imposición de condena en 
costas en la medida en que en el proceso no se aprecian gastos en que haya 
debido incurrir la demandada.  
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito Judicial de 
Valledupar,  
 
 
 

 
1 Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección C; Consejero Ponente: Jaime 

Orlando Santofimio Gamboa; Sentencia Calendada 8 De mayo De 2017; Radicación Número: 25000-23-26-000-2007-00724- 
01(49923) 
2 Consejo De Estado. Consejo De Estado Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Cuarta Consejero Ponente: Martha 

Teresa Briceño De Valencia Bogotá D. C., Diez (10) De Marzo De Dos Mil Dieciséis (2016) Radicación Número: 76001-23- 
33-000-2013- 00599-01(21676) 



RESUELVE 
 
PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de las pretensiones de la demanda 
realizado por el apoderado judicial de la señora MARIA GLADYS RIVERA 
OROZCO, con la advertencia de que dicha declaración produce efectos de cosa 
juzgada. 
 
SEGUNDO: No hay lugar a la condena en costas a la parte demandante, por las 
razones expuestas en la motivación precedente. 
 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el proceso previas las 
anotaciones de rigor. 

 
 
 

Notifíquese y Cúmplase. 
 

 

(Firmado Digitalmente) 
JAIME ALFONSO CASTRO MARTINEZ 

Juez Primero Administrativo del Circuito de Valledupar 
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